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MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, 

Aprobado por Acta No.
Hora: 

1.- VISTOS 

De ordinario se ocuparía la Sala por medio de esta providencia, de resolver la impugnación interpuesta por la titular del Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas, contra el fallo de tutela proferido por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), dentro de la acción constitucional interpuesta por intermedio de apoderado judicial, por parte del señor CARLOS ARTURO TABA ZULUAGA; si no fuera porque se evidencia una circunstancia especial que impide emitir decisión de fondo. 
2.- DEMANDA 

El abogado que vela por los intereses del actor, puso de presente que a su apoderado se le adelantó proceso penal por el delito de hurto calificado y agravado, dentro del cual la Fiscalía Sexta Delegada ante los Juzgados Penales Municipales, lo declaró persona ausente, por no haberse encontrado su dirección en el barrio Villasantana de la ciudad de Pereira.

Aduce el abogado, que se violentaron los derechos de defensa y al debido proceso del señor CARLOS ARTURO TABA, dado que, por ejemplo, se ignoró la respuesta suministrada por el responsable de la judicial que informa que la dirección del señor TABA es la calle 23 No. 4-44 del municipio de Anserma, así como lo contenido en la tarjeta de preparación de la cédula de ciudadanía, de esa misma localidad, donde comúnmente se encuentran todos los datos de una persona.

Relata que al acudir su representado a obtener un certificado de antecedentes penales en el DAS de Manizales, para ingresar a la Policía Nacional –había prestado servicio en tal institución-, fue capturado y aportó como dirección de residencia la de la Avenida Los Libertadores (Calle 23) No. 4.42 de Anserma (Cds.). En su concepto, si la Fiscalía hubiera notificado al señor TABA en la dirección que aparecía en los folios 18,19 y 20 del expediente, se hubiera localizado al hoy condenado, evitándole las injusticias que hoy vive en la cárcel, por un crimen que nunca cometió, para lo cual dice que cuando fue llamado a indagatoria ya se encontraba prestando el servicio militar, por lo cual concluye que cuando supuestamente se cometió el hurto, ya era agente activo de la policía.

Señala que de haber conocido la existencia del proceso, su cliente nunca se hubiera acercado a verificar sus antecedentes; de igual modo, que constituye una omisión grave en contra de los derechos de una persona no haber notificado de la investigación en la dirección suministrada, ya que el proceso continuó sin la defensa técnica a que tenía derecho, siendo asistido por un defensor de oficio que ni siquiera presentó alegatos de conclusión en defensa de los intereses del señor TABA ZULUAGA antes de proferirse la resolución de acusación, ni apeló la sentencia condenatoria, como tampoco lo hizo el Representante del Ministerio Público quien ni siquiera intervino en el proceso.

Solicitó del Juez Constitucional que dejara sin efecto todo el proceso y que se notificara tal decisión también al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Dosquebradas –sic-, se ordenara la cancelación en el registro de antecedentes penales y se concediera la libertad inmediata al procesado, para lo cual se oficiaría al Director de la Cárcel Distrital de Pereira. 
3.- FALLO 

La señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas, previa inspección judicial practicada al expediente adelantado en contra del señor TABA ZULUAGA, concluyó que en verdad se habían presentado irregularidades en el proceso, aunque no se ponía en duda si el encartado era responsable o no, sino el procedimiento llevado a cabo.

Que el acusado estuvo sin defensa técnica la mayor parte de la etapa sumarial, porque al abogado nombrado no se le notificó nada personalmente, y solamente lo hizo respecto de la resolución de acusación al final de la actuación de la Fiscalía, por ello, no pudieron ser controvertidas las pruebas, ni las decisiones judiciales, situación que desfavoreció al procesado al negársele la oportunidad de ejercer debidamente un derecho fundamental como era la defensa, de arraigo constitucional.

Así, la decisión que puso fin al procedimiento se consideraba una vía de hecho, pues se vulneró el debido proceso, específicamente por desconocimiento de los derechos del sindicado. Aparte de haberlo privado de la defensa técnica, el procesado no tuvo oportunidad de acudir a la indagatoria para dar explicaciones importantes para su defensa, o incluso de haberse manifestado culpable, de acceder a las rebajas de pena por confesión, sentencia anticipada u otros beneficios que la Ley otorga.
Con esos planteamientos, tutelo los derechos invocados, declaró la nulidad de lo actuado a partir del auto que declaró al actor persona ausente, inclusive, y ordenó la libertad inmediata bajo acta compromisoria de buen comportamiento y presentación ante la autoridad que lo requiera.

4.- IMPUGNACIÓN

La señora Juez Segunda Penal del municipio de Dosquebradas, al momento de notificarse del fallo de tutela, manifestó por escrito su voluntad de apelar la decisión, sin que sustentara las razones de su inconformidad, desde luego, sin que ello sea una exigencia en este tipo de trámite. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

No puede la Sala pronunciarse de fondo sobre la impugnación efectuada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), dado que se advierte una irregularidad sustancial que impide seguir en ese cometido. Ella tiene que ver con no haberse integrado el contradictorio respecto del sujeto procesal Fiscalía que intervino en la investigación de la causa y que a la postre, por un lado, tiene interés en las resultas del trámite de tutela iniciado, y del otro, le asiste el derecho a ejercer su derecho de defensa y contradicción respecto de las afirmaciones que se han hecho en la demanda de tutela.
Sobre el punto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha señalado que lo procedente es declarar la nulidad de la actuación, para que se corrija el yerro detectado. Así lo dijo, por ejemplo en el Auto 02 del 24 de enero de 2005, con ponencia del Dr. Jaime Córdoba Treviño, donde se reitera la posición adoptada en auto del 2 de mayo de 2003:
“1.La oportuna realización de las notificaciones o actos de comunicación procesal es una de las manifestaciones más importantes del respeto al debido proceso y lo es tanto en relación con las partes que intervienen en el proceso como respecto de los terceros a quienes les asista un interés legítimo en él.  

Esta relevancia de las notificaciones se potencia en el ámbito de los procesos de tutela dado que en ellos se debate el amparo constitucional de los derechos fundamentales, siendo, por lo tanto, prioritario que se configure debidamente el contradictorio y que se notifique a las partes y a los terceros con interés legítimo, las decisiones proferidas.

Respecto a  la autoridad o particular contra el que se dirija la acción, lo ordinario es que el actor la determine al ejercer la acción pero si no tiene claridad al respecto y en la demanda existen elementos de juicio que le permiten al juez de tutela determinar contra quién debe dirigirse, su deber es integrar el contradictorio contra la autoridad o particular que se infiera de tales elementos de juicio.  De lo contrario, puede suceder que a pesar de verificarse una efectiva vulneración de derechos fundamentales, no haya lugar a amparo constitucional alguno por no haberse vinculado al proceso a quien estaba llamado a actuar u omitir para poner fin a esa vulneración.  Y es claro que una situación de esta índole es contraria a la finalidad que el constituyente le imprimió a la acción de tutela.

Y respecto de los terceros, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 permiten que el tercero con interés legítimo en el proceso intervenga como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere dirigido la demanda de tutela y le ordenan al juez que se le notifiquen las providencias que se emitan.  Nótese como la ley no solo permite la intervención del tercero, bien sea para demandar también protección constitucional o para que oponerse a ella, sino que respecto de él extiende la cobertura de los actos de comunicación procesal.

2.  De acuerdo con ello, es claro que la falta de notificación a una parte o a un tercero con interés legítimo, de las decisiones proferidas en un proceso de tutela, constituye una irregularidad que vulnera el debido proceso.  Ello es así porque a la parte o al tercero al que no se le notifica la admisión de la tutela interpuesta, no se le permite enterarse de la existencia de esa actuación y ello conduce a que resulte luego vinculado por los efectos de una decisión judicial sin haber sido oído previamente.  

De allí que cuando tal circunstancia concurra, exista fundamento para una declaratoria de nulidad de lo actuado y para retrotraer la actuación de tal manera que se configure legítimamente el contradictorio o se vincule al proceso al tercero con interés legítimo pues sólo de esa manera, de una parte, se les permite el conocimiento de la demanda instaurada y el ejercicio de los derechos al debido proceso y a la defensa y, de otra, se promueve la emisión de un pronunciamiento que resuelva definitivamente acerca de la protección o no de los derechos fundamentales invocados como vulnerados”. 

Así las cosas, y sin mayores elucubraciones, se impone declarar la nulidad de lo tramitado en el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, desde la providencia que admitió la demanda de tutela y ordenará que se rehaga el trámite previa vinculación del representante del ente investigador.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, DECLARA LA NULIDAD de lo actuado en el presente trámite desde el auto que admitió la demanda de tutela, al no haberse integrado en debida forma el contradictorio. Se dispone que las diligencias sean remitidas de inmediato a la señora Juez a-quo, para que obre de conformidad con lo aquí dispuesto.  

CÓPIESE COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria de la Sala 
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